Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 40 minutos) 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas tiene a consideración el proyecto de ley sobre 
“Nueva Terminal de Contenedores Montevideo”. 


No pude concurrir a la sesión anterior, pero creo que tendríamos que comenzar a analizar su 
articulado. 


SEÑOR VAILLANT.- En la sesión pasada planteamos la intención de la bancada del Frente Amplio de 
comenzar a discutir el articulado de este proyecto de ley. En nuestro caso, esto lo hacemos luego de 
haber obtenido toda la información que requeríamos y evacuado las dudas que podíamos tener. 
Además, como es de público conocimiento, a nivel del trabajo de nuestra fuerza política se le hicieron 
modificaciones a este proyecto, que son las que motivaron el texto final que tenemos a consideración 
hace más de dos o tres semanas. 


Pensamos que la etapa de solicitar entrevistas a todas las instituciones y personas que 
creíamos debíamos consultar ya está agotada; por lo tanto, en nuestra opinión, estamos en 
condiciones de comenzar a discutir artículo por artículo este proyecto de ley. 


También habíamos manifestado que nuestra intención era que este proyecto pudiera ser 
elevado a consideración de una eventual sesión extraordinaria del Plenario antes de que termine este 
mes. Además, debe comprenderse que nuestro interés es que el proyecto que salga de la Cámara de 
Senadores con media sanción, tenga posibilidades reales de ser aprobado en la Cámara de 
Representantes antes que comience a disminuir la actividad parlamentaria como consecuencia de la 
realidad de estar inmersos en un año electoral. En el mes de junio son las elecciones internas y 
sabemos que será bastante difícil lograr quórum para que funcionen las Comisiones y el Plenario. Por 
tanto, reitero, nuestra intención es hacer el esfuerzo para aprobar este proyecto de ley en el presente 
mes, de manera que la Cámara de Representantes tenga todo el mes de mayo para su estudio. 


En base a estas consideraciones y en tanto tenemos un comparativo entre el proyecto de ley 
que originalmente envió el Poder Ejecutivo y el que tienen las modificaciones propuestas por esta 
Comisión, sobre las que además convocamos al Presidente de la Administración Nacional de Puertos 
para oír su opinión, proponemos que se comience a discutir artículo por artículo, de manera que cada 
Senador pueda expresar su pensamiento, y que agotado el articulado, se convoque a una sesión 
extraordinaria para el próximo miércoles, de manera de dar tiempo a la Secretaría para que redacte el 
texto definitivo con las modificaciones que eventualmente acordemos en esta reunión. Entonces, se 
distribuiría dicho texto a todos los Senadores para poder reunirnos el próximo miércoles de manera de 
dar el voto definitivo a esta iniciativa. En consecuencia, hoy podríamos dar una sanción previa o un 
pronunciamiento sobre los artículos del proyecto de ley, ad referéndum de una nueva sesión el próximo 
miércoles, momento en el que sí vamos a plantear que se vote en forma definitiva. 


En ese sentido, propongo comenzar con la discusión de los artículos y, en la medida en que 
vayamos avanzando, ir sugiriendo propuestas de modificación. Pero antes de ello quiero referirme a 
dos modificaciones que no figuran en el texto y a las que no se aludió en la reunión anterior cuando 
recibimos al señor Presidente de la Administración Nacional de Puertos, sino que surgieron en una 
conversación mantenida con él a partir de inquietudes que nosotros mismos planteamos. 


En primer lugar, los señores Senadores deben recordar que nuestra preocupación era que en 
el propio texto de la ley estuvieran incluidos los valores de los cánones fijos, que son los que están 
predeterminados, mientras que el canon variable se resuelve en la subasta. Había coincidencia en que 
así fuera, pero la Administración Nacional de Puertos todavía no había dado los valores que pretende. 
Fue después de esa instancia que los comunicó para que hoy los pudiéramos incluir en el texto del 
proyecto de ley. Más allá de que cuando lleguemos a la discusión del artículo correspondiente vamos a 
reiterar este tema, como es un tanto delicado, quería referirme a él al inicio de la sesión. 


La propuesta que traemos es que el canon por movimiento de contenedores -cuyo valor debe 
quedar establecido en la ley- figure en la norma como un valor mínimo, por encima del cual la 
Administración puede fijar el canon definitivo de la convocatoria. Entonces, lo que estaríamos haciendo 
en el Parlamento es aprobar este proyecto de ley y poner condiciones al Poder Ejecutivo, a la 
Administración Nacional de Puertos, en el sentido de que el canon que el Estado debe recibir no puede 
ser inferior al establecido en este proyecto de ley. Así entendido, se fijaría un valor de US$ 12 para el 
canon mínimo. 


SEÑOR ANTÍA.- No tengo la misma información que maneja el Gobierno, por lo que me gustaría que 
se precisara de qué artículo estamos hablando, para ir chequeando. 


SEÑOR VAILLANT.- Como este es un tema que estuvo en discusión, la intención era adelantar la 
información y analizarlo cuando consideremos los artículos. En el articulado remitido por el Poder 
Ejecutivo dejaba con puntos suspensivos los valores, es decir, no estaban determinados. Creo que es 
en el artículo 6% donde no están definidos los valores. Lo que quiero que quede claro es que el valor es 
un mínimo que se establecería en US$ 12, pero todo esto debemos analizarlo juntos en términos 
relativos. ¿Y por qué digo en términos relativos? Porque para poder considerar desde nuestra función 
si ese canon es alto o bajo, tenemos que relacionarlo con algo que sea comparable. En este caso, 
naturalmente, el canon comparable es el que paga la actual Terminal de Contenedores; por lo menos, 
en nuestra preocupación está saber si el que se va a fijar a la nueva terminal -el canon 
predeterminado- es superior, similar o inferior al que paga la que está funcionando actualmente. El 
canon que se fijaría como mínimo -o sea que por encima de ese valor estará el definitivo- es de US$ 12 
por movimiento de TEU, que son los contenedores de 20 pies; quiere decir que los contenedores de 40 
pies equivalen a 2 TEU. 


¿Qué canon paga la actual Terminal de Contenedores Cuenca del Plata? Paga US$ 11,60 
por contenedor, independientemente de que el contenedor sea de 20 pies o de 40 pies. O sea que 
cada vez que se mueve un contenedor, sea de 20 pies o de 40 pies, la actual Terminal paga US$ 11,60. 


La propuesta que traemos para este proyecto de ley a fin de establecer un mínimo es de US$ 
12 por TEU; esto significa que un contenedor de 20 pies va a pagar US$ 12 y uno de 40 pies pagará 
US$ 24, en lugar de los US$ 11,60 que actualmente paga la Terminal Cuenca del Plata. Como se 
puede apreciar, se paga una pequeña diferencia en el caso de los contenedores de 20 pies, pero se 
abonará el doble en el caso de aquellos de 40 pies. 


Estos valores a establecer en el canon son algo de lo que había quedado pendiente de 
resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas al señor Senador Vaillant, pero no me quedó claro cuánto se 
pagaría por un contenedor de 20 pies. 


SEÑOR VAILLANT.- En ese caso se abonarían US$ 12, mientras que los contenedores de 40 pies 
pasarían a pagar US$ 24; hay que tener en cuenta que, actualmente, ambos contenedores pagan US$ 
11,60. Por esta razón mencioné que hay un aumento significativo para los contenedores de 40 pies y 
una pequeña diferencia para los de 20 pies. 


De todas formas, este no es el único canon que se determina en la ley, ya que hay otro por 
consolidado y desconsolidado de los contenedores. En estos casos, el valor que se establece es el 
mismo que está pagando la Terminal Cuenca del Plata. 


En la última reunión se conversó sobre la posibilidad de retirar la cláusula que, para impedir 
el monopolio, establecía que no podía participar en la subasta quien estuviera explotando otra terminal 
de contenedores en el país. A ese respecto, debo decir que luego de varias consultas a nivel del Poder 
Ejecutivo, se consideró que dicha cláusula debe mantenerse tal cual está, a fin de hacer hincapié en la 
defensa de la competencia y prevenir la posibilidad del monopolio. 


Estas son las novedades que me parecía importante señalar, sin perjuicio de que después, 
en la discusión del articulado, surjan algunas propuestas. Si estamos de acuerdo, señor Presidente, 
propongo que empecemos a analizar artículo por artículo, a fin de dejar planteadas nuestras 
diferencias o coincidencias, y que se vayan votando ad referéndum para una posterior y definitiva 
votación la próxima semana. 


SEÑOR ANTÍA.- Según entiendo, en este distribuido no está el proyecto de ley del Poder Ejecutivo ni 
el que se propuso en Comisión, dado que vamos a votar modificaciones para ambos. 


Entiendo que hay un cambio menor, que consiste en fijar un precio de “12”, en lugar de *n”. 
No obstante, hay algo que no es menor en cuanto a la posición del Gobierno, dado que -hace unos 
días escuché al Presidente de la Administración Nacional de Puertos en esta Comisión- se había 
decidido que era bueno que participara la empresa que hoy tiene la Terminal, a fin de lograr una libre 
competencia. A su vez, dijo que después de varias consultas y para evitar litigios internacionales y 
otras dificultades que podrían surgir por el convenio de inversiones que el Gobierno ha firmado a 
nivel internacional -precisamente, ese es uno de los temas que se está reclamando por parte de 
quienes hoy tienen la concesión de la Terminal Cuenca del Plata- el Gobierno había resuelto dar 
libertad de participación, en el entendido de que esa era una buena medida porque habilitaba una libre 
competencia que mejoraría el resultado de la licitación. Esto se lo escuché decir en la sesión pasada al 
Presidente de la Administración Nacional de Puertos; no falté ni hubo ninguna sesión posterior. No 
obstante, hoy me encuentro con algo diferente, y creo que esto implica una decisión importante que me 
gustaría consultar con mi partido, porque no estoy en condiciones de comenzar a analizar artículo por 
artículo cuando hay un aspecto que modifica drásticamente la posición del Poder Ejecutivo de una 
sesión a otra. 


En este sentido, preferiría que en la Comisión discutiéramos todos los artículos, pero sin 
votarlos, para poder informar a mi Partido de las modificaciones que puedan ir surgiendo, porque creo 
que una cosa lleva a la otra. Me parece que esto tiene que ver con temas de fondo, importantes. 


A nosotros, como partido político, nos gustaría que esta iniciativa contara con el más amplio 
respaldo, ya que está vinculada a una propuesta inicial del Partido Nacional de modernizar el Puerto, y 
fue un éxito el avance que ha tenido el país en todo este tema a partir de la Ley de Puertos. 


Entonces, para ser coherentes con la postura del partido, estamos de acuerdo en avanzar en 
esto, pero necesitamos el tiempo suficiente para discutir el tema con los compañeros que no están 
enterados de esto y a los que, incluso, les informamos en contrario en cuanto a que había una 
modificación sustancial que despejaba las dificultades que podrían surgir de un juicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la propuesta del señor Senador Antía en cuanto a no votar en 
el día de hoy sino en la próxima sesión, pero sí analizar todo el articulado, estamos todos de acuerdo: 
hay unanimidad en ese sentido. 


SEÑOR VAILLANT.- En primer lugar, señor Presidente, quiero decir que a pesar de haber efectuado 
una propuesta en el sentido de analizar y votar hoy ad referéndum de la semana que viene, 
perfectamente podemos acordar una forma distinta de trabajo, esto es, analizar hoy el texto, hacerle 
las modificaciones que estimemos pertinentes sin votar, y votarlo definitivamente la semana próxima. 
Lo que sí debemos hacer hoy es no solo analizar los artículos, sino también proponer las 
modificaciones que estimemos convenientes de manera tal que la Secretaría, en la semana, pueda 
tener la redacción de lo que sería el proyecto final que votaríamos. 


En ese sentido, no tenemos inconveniente en que se proceda de alguna de estas dos 
maneras: votar ahora ad referéndum de la semana que viene, o acordar y “dasacordar”, y votar la 
semana que viene. 


Con respecto al otro tema aludido por el señor Senador Antía, consulto al señor Presidente si 
puedo referirme a él como se hizo la semana pasada sobre el mismo tema, es decir, sin versión 
taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR VAILLANT.- Hago moción para que la Comisión pase a considerar cada uno de los artículos - 
como sugirió el señor Senador Antía- y, si surgen diferencias o se quiere realizar modificaciones - 
inclusive nosotros las vamos a presentar- , las podemos analizar. 


Adelanto que no tenemos ninguna objeción para realizar respecto al artículo 1*. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 1*. 


SEÑOR ANTÍA.- Personalmente, quiero señalar que no estamos en condiciones de votar ningún 
artículo, porque previamente necesitaríamos realizar una reunión de Bancada. Quiero que quede 
constancia de esto en la versión taquigráfica, ya que entendemos que este cambio de posición de 
Gobierno amerita la realización de esa consulta. Para nosotros se trata de un tema relevante, porque 
algunas personas que son muy calificadas en este país en materia de Derecho Internacional nos 
advierten sobre la existencia de ciertas dificultades. Por esa razón, prefiero abstenerme de votar y, 
junto al otro integrante de mi partido -que hoy no pudo participar- realizar una consulta a nuestra 
bancada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, quiero decir cuál es mi posición. Lamentablemente, no pude 
concurrir a la sesión en la que estuvo presente el señor Presidente de la Administración Nacional de 
Puertos, y recién ahora estoy tomando contacto con el proyecto del Poder Ejecutivo y la iniciativa 
propuesta por la bancada del Frente Amplio. En principio, me voy a abstener de votar porque la falta de 
estudio de la iniciativa y de lectura de la versión taquigráfica de la sesión a la que concurrió el señor 
Presidente de la ANP -que considero fundamentales para decidir mi posición- no me permiten hacerlo. 
Por lo tanto, mi posición es exactamente la misma que la del señor Senador Antía. Aclaro que no es 
nuestra intención trabar la posición del Gobierno; por ello, la semana que viene vendríamos a la 
Comisión con el compromiso de votar a favor o en contra esta iniciativa que consideramos sumamente 
importante. 


SEÑOR VAILLANT.- Quiero recordar que resolvimos ponernos de acuerdo en los textos de cada 
artículo. Por lo tanto, correspondería ponerlos a consideración y que las propuestas de modificación 
que se planteen sean recogidas por la Secretaría para que, eventualmente, se redacte un proyecto 
alternativo que sería considerado la semana que viene. En esa próxima sesión, si hubiera acuerdo, se 
sometería a votación, y quienes no estuvieran en condiciones de votarlo no lo harían y se formularía el 
planteo que se considere del caso. 


Concretamente, estamos proponiendo modificar nuestra sugerencia inicial, que consistía en 
votar hoy, pero ante el planteo de la oposición en el sentido de no hacerlo en esta oportunidad, 
accedemos a ello y a que esa instancia sea llevada a cabo la semana que viene. De todas maneras, 
debemos trabajar ahora para encontrar los puntos en los que hay sugerencias -de nuestra parte o de 
la oposición- con respecto al articulado. 


Vuelvo a reiterar que no plantearemos ninguna modificación del artículo 1% porque lo 
aceptamos tal cual está. Adelanto que lo mismo nos sucede con los artículos 2* y 3%, pero en el 4% hay 
algunos puntos que queremos modificar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Algún otro señor Senador tiene sugerencias que realizar con respecto a los 
artículos 2* y 3%? 


SEÑOR ANTÍA.- Por mi parte, aclaro que voy a llevar todo el proyecto de ley a consideración de 
nuestra Bancada. 


SEÑOR VAILLANT.- Por ahora, entonces, no hay ningún planteo que se desee realizar. 


SEÑOR ANTÍA.- Por ahora no. 
SEÑOR VAILLANT.- Quizás hagamos alguna sugerencia posterior. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería pasar al artículo siguiente. 
SEÑOR VAILLANT.- Por tratarse de un artículo extenso, solicito que se lea por incisos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 
Léase el artículo 4*. 
(Se lee:) 


“Artículo 4%. Esta sociedad anónima, formalizará un contrato con la Administración Nacional de 
Puertos, por un plazo de treinta años, a efectos de establecer los términos y condiciones que regirán la 
concesión para la construcción, administración, conservación y explotación de la nueva terminal, en un 
todo de acuerdo con lo establecido en la presente ley y su reglamentación. En dicho contrato la ANP 
establecerá mecanismos para mitigar posibles impactos negativos sobre el empleo, relacionados con la 
adjudicación de una nueva terminal de contenedores. El contratista deberá contar en su plantilla de 
empleados con al menos un 70% de residentes en Uruguay. 


El plazo del contrato de gestión podrá ser renovado o extendido, por resolución del Poder 
Ejecutivo a iniciativa de la ANP”. 


En consideración. 


SEÑOR VAILLANT.- Con respecto a este último párrafo, que dice “El plazo del contrato de gestión 
podrá ser renovado o extendido, por resolución del Poder Ejecutivo a iniciativa de la ANP”, solicitamos 
que sea eliminado porque creemos que, en definitiva, esa decisión no debe ser adoptada por 
adelantado  -es decir, treinta años antes- y, además, porque pensamos que da una carta blanca 
demasiado amplia. En última instancia, corresponderá a quienes integren el Parlamento en el momento 
en que esto suceda, tomar la decisión que crean conveniente. Si mayoritariamente consideran que 
debe renovarse en lugar de efectuar un llamado a licitación, podrán hacerlo en virtud de lo que 
establece la Constitución y otorgar la prórroga correspondiente por ley. En consecuencia, proponemos 
eliminar este párrafo. 


SEÑOR ANTÍA.- Coincidimos con lo que acaba de expresar el señor Senador, porque fue una de las 
observaciones que planteamos al señor Presidente de la ANP en la sesión pasada. En momentos en 
que se está resolviendo por ley una concesión, no podemos dar discrecionalidad al Poder Ejecutivo 
para que resuelva en una oficina la ampliación de un contrato. Nos parece muy contradictorio, más allá 
de que no se debe tomar la decisión treinta años antes, pues de por sí, el hecho como tal es muy 
contradictorio; tendría que funcionar de acuerdo con el mecanismo de la ley. Reiteramos, pues, nuestra 
coincidencia con esa modificación, independientemente de que ese tema ya fue discutido en la sesión 
pasada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con la lectura del artículo. 
(Se lee:) 


“Al finalizar el plazo contractual, la Administración accederá a la plena disposición del área 
otorgada, los bienes, construcciones e instalaciones fijas y/o móviles. 


El Contratista dispondrá de un plazo máximo de ciento ochenta (180) días calendario, 
contados a partir del término del plazo del contrato de gestión, para la entrega de las instalaciones 
limpias y en perfectas condiciones. Durante ese plazo se deberán tomar las providencias para 
proseguir con la prestación de los servicios. 


En el caso de que, por mutuo acuerdo de las partes, el Contratista haya realizado obras o 
instalado equipos no incluidos en su proyecto original, que mejoren el rendimiento y nivel de servicio de 
la Terminal y tales obras o equipos no hayan sido amortizadas económicamente, el Contratista recibirá 
de la ANP la compensación pertinente, de acuerdo a lo que conste del cuadro de amortización de los 
bienes que previamente hubiera sido acordado por las partes.” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, corresponde pasar al artículo siguiente. 
-Léase el artículo 5*. 

(Se lee:) 


“Artículo 5”.- Cométase y autorízase a la Administración Nacional de Puertos a subastar el 
100% (cien por ciento) del paquete accionario de dicha sociedad anónima, acto que se realizará a 
través de una de las bolsas de valores legalmente autorizadas a operar como tales por el Banco 
Central del Uruguay, bajo las reglas generales de las mismas y las particulares que se establecen en 
esta ley y en su reglamentación. 


A efectos de asegurar la libre competencia establecida en la Ley de Puertos ningún accionista 
de la sociedad anónima subastada podrá ser accionista de otra terminal especializada de contenedores 
en el Puerto de Montevideo así como tampoco podrá ser operador de contenedores en una terminal 
especializada de contenedores en el Puerto de Montevideo. 


La Administración Nacional de Puertos designará cada dos años un síndico adicional al 
órgano de contralor interno establecido por la Ley N* 16.060 cuyas competencias quedarán definidas 
en la reglamentación. Dicho síndico deberá suministrar a la Administración Nacional de Puertos en 
cualquier momento que ésta lo requiera, información sobre las materias que sean de su competencia.” 


En consideración. 


SEÑOR VAILLANT.- Respecto a este último párrafo, queremos sugerir que ese segundo síndico 
adicional al órgano de contralor interno establecido por la Ley N* 16.060 sea designado tal como está 
previsto en la norma de la Administración Nacional de Puertos, pero a propuesta de la Unión de 
Exportadores del Uruguay u otra organización de características similares. Nuestra intención es que la 
vigilancia de uno de estos síndicos se centre en la actividad de esta terminal portuaria, ya que tendrá 
un interés directo en el buen funcionamiento de la gestión portuaria. Particularmente, me refiero a 
aquellos que están encargados de colocar los productos y generar el trabajo de los uruguayos. Por esa 
razón, nos parece importante que uno de los síndicos previstos sea designado por la Administración 
Nacional de Puertos, pero entre nombres propuestos por la Unión de Exportadores del Uruguay u otro 
organismo similar y, de pronto, más amplio. 


Por lo tanto, concretamente vamos a proponer incorporar al texto estos términos, sin perjuicio 
de que, si se plantean dudas, habrá una semana para discutirlas. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Estoy totalmente de acuerdo con la propuesta que hace el señor Senador 
Vaillant. Simplemente, habría que hacer una modificación cuando se dice “cada dos años”, ya que la 
expresión implicaría que cada dos años se agregará un síndico cuando, en realidad, lo que 
corresponde en ese período es la designación para el mismo cargo. 


En consecuencia, propondría poner la expresión “cada dos años” entre paréntesis. 
SEÑOR ANTÍA.- También se podría decir “que se renovará cada dos años”. 
SEÑOR VAILLANT.- Estamos de acuerdo con la propuesta del señor Senador Antía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo señalado, el último párrafo del artículo 5% comenzaría 
diciendo: “La Administración Nacional de Puertos designará un síndico adicional, que se renovará cada 
dos años, al órgano de contralor”, etcétera. 


SEÑOR ANTÍA.- No me queda claro si la Ley N* 16.060 ya establece la existencia de un síndico. 
SEÑOR VAILLANT.- Aquí se agrega un segundo síndico. 

SEÑOR ANTÍA.- En ningún lado dice que sea idóneo. 

SEÑOR VAILLANT.- Precisamente, esa es la propuesta que estoy haciendo. 

SEÑOR ANTÍA.- Pero la ley no lo expresa en ningún artículo. 


SEÑOR VAILLANT.- La modificación que proponemos es que se designe ese segundo síndico a 
propuesta de la Unión de Exportadores del Uruguay o de otro organismo que se entienda pertinente. 
Habría que elaborar una redacción final, pero como tenemos una semana por delante, planteo la 
propuesta de la Unión de Exportadores del Uruguay y, además, aclaro que no tengo inconveniente -si 
ello favorece el acuerdo y el consenso- en que se defina a otra institución representativa de los 
intereses en juego. Hago esta aclaración porque no tengo ningún interés particular en incluir a la Unión 
de Exportadores del Uruguay. 


SEÑOR ANTÍA.- Tenemos que ser muy precisos porque estamos elaborando un texto legal. 


SEÑOR VAILLANT.- Por supuesto que estamos de acuerdo, pero la idea que quiero trasmitir -y 
respecto de lo que deseo llegar a un acuerdo- es que uno de los dos síndicos sea designado por el 
Poder Ejecutivo, pero a propuesta de organizaciones representativas de actividades que tengan interés 
para el puerto. Si tengo que plantear una redacción concreta, sugiero incluir a la Unión de 
Exportadores del Uruguay -si nadie está en desacuerdo lo dejaríamos así- pero planteo la flexibilidad 
para buscar un texto distinto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


“Artículo 6.- La reglamentación deberá establecer un canon a abonar a la Administración 
Nacional de Puertos que tendrá un componente fijo y otros componentes variables por TEU (Twenty- 
feet Equivalent Unit). 


El canon fijo se abonará a partir del segundo año de la concesión, y su monto será igual al 
producido de la subasta, ajustado por las paramétricas a definir en la reglamentación. 


El 100% (cien por ciento) del precio obtenido en subasta será de propiedad de la 
Administración Nacional de Puertos. 


El Contratista pagará mensualmente a la ANP, un canon consistente en la suma de cuatro 
componentes: 


(a) Componente 1: 


Canon Fijo: Un monto básico durante todo el plazo del contrato de gestión, a partir del año de la firma 
del contrato de gestión, cuyo monto mensual será igual al producido de la subasta dividido doce (12). 


(b) Componente 2: 


Canon por TEU Movilizado: Un monto básico proporcional a los contenedores movilizados en el mes 
en los muelles de la Terminal de Contenedores, de n* USD/TEU (n dólares estadounidenses por TEU) 
durante todo el plazo de la concesión. 


Para la determinación de este componente se considerarán todos los contenedores cargados 
o descargados a través del muelle de la Terminal de Contenedores y de las eventuales incorporaciones 
a la gestión integral de la Terminal (nuevos puestos de atraque), contabilizando una sola vez los 
trasbordos (dentro de la Terminal) y sin considerar los removidos.” 


SEÑOR ANTÍA.- Creo que aquí el Gobierno está proponiendo una modificación. 


SEÑOR VAILLANT.- Pensaba plantear todas las modificaciones que se pretende introducir a esta 
norma al finalizar la lectura de todo el artículo. Sin perjuicio de ello, en el literal (b) Componente 2 se 
propone sustituir n*” por “12”. De esa manera, el texto diría: “Canon por TEU Movilizado: Un monto 
básico proporcional a los contenedores movilizados en el mes en los muelles de la Terminal de 
Contenedores, de 12 USD/TEU (12 dólares estadounidenses por TEU) durante todo el plazo de la 
concesión”. Además, debemos agregar la palabra “mínimo”. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Se trata de un monto básico; sin embargo, no me queda claro cómo se 
determinaría de ahí para arriba. 


SEÑOR VAILLANT.- Creo que de todas formas hay que agregar la palabra “mínimo” porque, aunque 
se trate de un monto básico, éste puede ser incrementado por otras razones. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Pero, ¿quién lo incrementará? ¿Lo hará la Administración? 


SEÑOR VAILLANT.- El monto básico puede ser incrementado por distintas razones, pero el canon que 
va a la subasta es independiente y no se menciona en el proyecto de ley porque se determina en la 
libre competencia de los oferentes. 


SEÑOR ANTÍA.- Cuando el señor Senador Vaillant planteó las modificaciones a introducir en este 
Componente 2, me pareció entender que la idea era garantizar un mínimo y que quedará librado a la 
licitación. Eso fue lo que me pareció entender de la explicación que se dio al respecto y, si fuera así, no 
lo encontraría mal. No podemos hablar de un valor del dólar estático durante treinta años, porque tiene 
sus propias variaciones como producto de la deflación y la inflación. A su vez, pienso que la empresa 
privada que oferte deberá presentar sus salvaguardas, porque puede suceder que una ofrezca un 
canon de 12 USD/TEU movilizado ajustable a una paramétrica determinada, otra oferte 13 USD/TEU y 
una tercera, 15 USD/TEU. Creo que esto debería ser precisado en el proyecto de ley porque se 
pueden registrar variantes importantes a la hora de definir la licitación. 


SEÑOR VAILLANT.- Nosotros procuramos que, a través de esta iniciativa, se establezcan las 
condiciones que luego se incluirán en los pliegos de la licitación. En este sentido, podríamos resolver 
que el Poder Ejecutivo fije los valores que quiera, tal como estaba contemplado en el proyecto de ley 
original, donde no se establecían los montos mínimos que ahora estamos incorporando. Los 
Legisladores hemos pensado que no debíamos dejar eso librado a la voluntad del Poder Ejecutivo, sino 
que debía quedar resuelto por ley. Digo esto porque consideramos que, por lo menos en nuestro caso, 
como Legisladores tenemos derecho a saber cuál es el monto mínimo que se les va a exigir a las 
empresas que compitan en la subasta por el pago del canon por TEU movilizado. Por lo tanto, lo que 
estamos haciendo es darle autorización al Poder Ejecutivo para que, en los pliegos de condiciones que 


habilitan a la subasta, establezca un canon mínimo por movimiento de contenedores de US$ 12 por 
TEU. A su vez, será el Poder Ejecutivo, cuando elabore dichos pliegos, el que utilice la herramienta 
que la ley le otorga: por encima de US$ 12 fijará el precio y éste podrá ser de US$ 12, US$ 12,50, US$ 
13, US$ 15, US$ 20, o el valor que quiera dicho Poder. Quiero precisar que en el proyecto original no 
estaba determinado ningún compromiso del Poder Ejecutivo y ese monto quedaba librado a su propia 
discrecionalidad; ahora la estamos limitando, mediante este artículo, al establecer un mínimo de US$ 
12. Esta cuestión no tiene nada que ver con actualización, sino que, reitero, es la definición del monto 
que figura en el proyecto de ley. La actualización no está prevista en la norma, sino que se establece 
en la reglamentación. Es más, quiero adelantar a los señores Senadores que lo que el Poder Ejecutivo 
está pensando en cuanto a la forma de actualizar ese monto es utilizar el mismo mecanismo de la 
Terminal Cuenca del Plata, que emplea una paramétrica establecida en función de determinados 
componentes. Tal vez -y a la luz de la experiencia que se ha vivido- para asegurar una mejor 
alternativa para el Estado, este instrumento debería tener alguna variación. Por lo tanto, en el literal b) 
que tenemos a consideración, no corresponde definir la actualización del canon, sino prever la 
definición original. 


SEÑOR ANTÍA.- De la manera que se incluye en esta nueva propuesta del Poder Ejecutivo, a la hora 
de la licitación quizás aparezcan variantes en las que se superen estos montos. Pienso que habría que 
realizar alguna modificación porque la adjudicación sólo se establecería por el monto del primer 
componente. Insisto en que esto lo tendríamos que precisar, porque para una empresa que licite, esa 
condición no queda clara. Puede ocurrir que aparezca una empresa licitando US$ 10:000.000 anuales 
y otra US$ 9:000.000 anuales, pero con mayor monto en movimiento de contenedores. Esta es, 
justamente, una opción que tiene la empresa al licitar: prefiere tener un menor costo fijo. A mi juicio, 
este es un tema que hay que precisar porque este aspecto no surge del proyecto de ley. 


SEÑOR VAILLANT.- En lo personal, no tengo ningún inconveniente en que se incluya en la ley porque 
ese es el espíritu que hay detrás de todo esto. No obstante ello, quiero señalar que no ha sido una 
omisión. Lo que el Poder Ejecutivo obtiene con este instrumento es la autorización para actuar y, por lo 
tanto, esta ley va a ser reglamentada. La convocatoria a subasta va a salir en base a la reglamentación 
que se realice y se establecerá con claridad no sólo eso, sino todas las condiciones que deben darse 
para poder participar, quién gana y cuál será el procedimiento de lo que recotiza. Insisto en que no 
tengo el más mínimo inconveniente en que se precise este tema y pediría a la Secretaría que tomara 
nota para que se incluya lo relativo a la subasta y cuál es el componente que va a ser fruto de ella. 


SEÑOR GALLICCHIO.- El artículo 5% expresa: “Cométase y autorizase a la Administración Nacional de 
Puertos a subastar el 100% (cien por ciento) del paquete accionario de dicha sociedad anónima”. 
Entonces, eso es lo que se subasta. Alguien va a decir US$ 2:000.000, US$ 5:000.000 o US$ 
20:000.000, pero la idea es que la definición sea muy sencilla y que no dé margen a la especulación. 


SEÑOR ANTÍA.- Si esa es la posición del Gobierno, debería modificarse la redacción. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Son dos cosas diferentes. El artículo 5% habla de que se subastará el cien por 
ciento del paquete accionario. El artículo 6% se refiere a cómo pagará el ganador a la Administración 
Nacional de Puertos. ¿Cómo lo hará? Después del segundo año, el precio de la subasta repartido en 
doce cuotas. Además, pagará por cada TEU movilizado US$ 12 o más, según lo entienda la 
Administración. Es decir que el artículo 6” se refiere a los pagos que realizará el contratista. Con el 
artículo 5% se quiere decir que se queda con todo el paquete accionario y paga, por ejemplo, US$ 
5:000.000, y no se acabó la historia. La idea del Gobierno -que considero que es bastante oportuna- es 
no entrar en la disquisición de quién es más favorable o conveniente, o si alguien paga un poco más el 
TEU. Por tanto, acá se expresa que son cantidades fijas y la Única diferencia es lo que se aporta en la 
subasta por el cien por ciento de las acciones. 


SEÑOR VAILLANT.- Lo que se va a ofertar en la subasta es un valor y el que sea mayor gana dicha 
subasta, en la medida en que cumpla con todas las exigencias estipuladas. El monto mayor de la 
subasta determina el ganador, y éste deberá pagarlo en forma inmediata. Entonces, ese es el monto de 
la subasta. Y en el literal a) del artículo 6% se expresa: “Un monto básico durante todo el plazo del 
contrato de gestión, a partir del año de la firma del contrato de gestión, cuyo monto mensual será igual 
al producido de la subasta dividido doce (12).” ¿Qué quiere decir eso? Que el monto que ofrece quien 


compite define, por un lado, la plata que tiene que poner al contado si gana la subasta. Y, por otro, ese 
monto define el valor del canon fijo que deberá pagar en forma anual a partir del segundo año. ¿Esto 
cómo se determina? Dividiendo ese monto entre doce. Creo que esto está absolutamente claro, pero si 
es necesario alguien puede proponer algún texto alternativo. En lo personal no tengo ninguna duda. 


SEÑOR ANTÍA.- Yo sí tengo dudas. De pronto, donde se expresa “monto mínimo básico”, se podría 
decir “monto fijo mínimo básico”. 


SEÑOR VAILLANT.- De esa manera tenemos un problema. Si es un monto fijo mínimo básico, puede 
entenderse que con posterioridad no va a tener actualización. Justamente, el monto no es fijo; luego se 
actualiza en función de la propia reglamentación. 


SEÑOR ANTÍA.- Hay que precisarlo. 


SEÑOR VAILLANT.- En lo personal, no tengo dudas y no tengo ninguna propuesta para hacer, pero 
como el objetivo es compartible entre todos nosotros, si alguien propone una redacción mejor, la 
consideraremos la semana que viene. 


SEÑOR ANTÍA.- Deberíamos consultar a la Administración Nacional de Puertos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese con la lectura del artículo 6. 
(Se lee:) 


“Para la determinación de este componente se considerarán todos los contenedores 
cargados o descargados a través del muelle de la Terminal de Contenedores y de las eventuales 
incorporaciones a la gestión integral de la Terminal (nuevos puestos de atraque), contabilizando una 
sola vez los trasbordos (dentro de la Terminal) y sin considerar los removidos. 


(c) Componente 3: 


Canon por TEU Desconsolidado: Un monto variable y proporcional a los contenedores que 
se desconsoliden en el mes en la Terminal, de 20 USD/TEU (veinte dólares estadounidenses por TEU 
desconsolidado) durante todo el plazo del contrato de gestión. 


(d) Componente 4: 


Canon por TEU Consolidado: Un monto variable y proporcional a los contenedores que se 
consoliden en el mes en la Terminal, de 20 USD/TEU (veinte dólares estadounidenses por TEU 
consolidado) durante todo el plazo del contrato de gestión. 


Para la determinación de estos dos últimos componentes, se considerarán todos los 
contenedores desconsolidados y/o consolidados en todas las áreas gestionadas por la Terminal de 
Contenedores. 


El establecimiento de este Canon no exime al Contratista del pago de las tarifas o precios que 
puedan corresponder por la utilización efectiva de servicios que brinde la ANP u otros terceros a 
quienes se les soliciten. 


La reglamentación establecerá límite de volumen y canon para la carga general.” 


En consideración. 


SEÑOR VAILLANT.- Simplemente quiero decir que supongo que el canon que se establece de US$ 20 
por TEU consolidado y desconsolidado, es lo mismo que paga actualmente TCP, por cuanto -tal como 
adelanté hoy- la decisión de la Administración Nacional de Puertos sobre esta cifra es que sea igual a 
la que paga TCP. En caso de que sea así, no tenemos ningún inconveniente con el monto; de lo 
contrario, naturalmente habría que corregirlo, ya que la voluntad que nos trasmitió la Administración 
Nacional de Puertos es que sea el mismo monto que paga la TCP. Entonces, para dar el visto bueno, 
tendría que comprobar que los cánones son iguales. 


SEÑOR ANTÍA.- Quizás esté equivocado, pero hay algo que me cuesta procesar. 


En el primer inciso del Componente 2, en el Componente 3 y en el primer inciso del 
Componente 4 se habla de “durante todo el plazo del contrato de gestión”. Pero, por otro lado, en la 
licitación se dice que va a haber una paramétrica, lo que entra en contradicción con esa expresión. 
Entonces, habría que incluir algo que hiciera referencia a que va a estar sujeto a una paramétrica o, de 
lo contrario, eliminar la frase “durante todo el plazo del contrato de gestión”. Creo que a la hora de 
licitar puede surgir esta contradicción porque, según explicó el señor Senador Vaillant -por lo menos, 
fue lo que entendí- va a haber una paramétrica que se ajusta por la deflación del dólar. En definitiva, 
habría que agregar algo o quizás surjan dificultades de interpretación. De modo que me gustaría que 
se hiciera esa consulta. 


SEÑOR VAILLANT.- Tomo la sugerencia del señor Senador Antía que, naturalmente, puede ser de 
recibo. No habíamos formulado este planteo porque, como dijimos anteriormente, sabemos que en la 
reglamentación se va establecer no solo la necesidad de una paramétrica, sino también sus 
componentes. Pero esto puede perfectamente establecerse en la ley. Cuando hay un contrato de 
determinados montos -como en este caso- se habla de la forma en que se actualizan esos montos. Eso 
se puede determinar en la reglamentación -que, naturalmente, es previa a la convocatoria, por lo que 
tiene el mismo valor que la ley- pero también se puede dejar establecido en la ley. Por ejemplo, 
podemos establecer esto en un artículo o en un párrafo de un artículo, que diga que los valores de los 
cánones definidos en esta ley, en los literales tal y tal, serán adecuados o actualizados de acuerdo con 
la paramétrica cuyos componentes se definirán en la reglamentación. Creo que esto puede conformar 
la duda que plantea el señor Senador Antía. 


SEÑOR ANTÍA.- La observación que estoy haciendo me hace recordar alguna de las discusiones que, 
años atrás, se dieron en oportunidad de analizar si era bueno o malo conceder el saneamiento a los 
vascos en Maldonado, ya que la ley era demasiado rígida. Cuando se habla de convenios o contratos a 
largo plazo, hay que tener en cuenta otras variables, y si uno es demasiado rígido en la ley, obliga 
después al fracaso de la propia concesión. Tal vez en este caso habría que buscar alguna cláusula o 
palabra que otorgue una válvula de salida o que tenga coherencia con lo que será el pliego de 
licitación; por ejemplo, que se hable de las paramétricas de ajuste, ya sea en el mismo artículo o en 
otro. Insisto en que para una concesión de treinta años esto es clave. 


SEÑOR VAILLANT.- Voy a solicitar a la Secretaría que cuando se redacte la nueva versión, se tenga 
en cuenta la inclusión, en algún lugar -puede ser en este mismo artículo o tal vez al final del proyecto 
de ley- de una frase que defina que los valores referidos en el proyecto de ley serán actualizados de 
acuerdo con lo que establezca la reglamentación. 


SEÑOR ANTÍA.- Estimo que habría que hacer las consultas pertinentes con la Administración Nacional 
de Puertos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no van a plantear más comentarios sobre este 
artículo, pasaríamos al artículo 7*. 


Léase. 


(Se lee:) 


“Artículo 7*.- Una vez finalizado el acto de subasta del paquete accionario a que refiere el 
Artículo 5%, el adjudicatario de las acciones deberá proporcionar su identidad y demás datos de 
identificación, así como presentar los recaudos que establezca la reglamentación. 


Todas las posteriores transferencias de las mismas requerirán la autorización de la 
Administración Nacional de Puertos y la conformidad del Poder Ejecutivo”. 


En consideración. 

Si no hay comentarios para plantear, pasamos al artículo 8*. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 8%.- Cumplido el acto de subasta del paquete accionario, el adjudicatario deberá, en 
los plazos y condiciones que establezca la reglamentación de esta ley: 


a) Constituir las garantías que se establezcan en la reglamentación. 


b) Demostrar que más del 50% (cincuenta por ciento), del paquete accionario pertenece a 
un operador especializado de contenedores que reúna los requisitos que se establezcan en la 
reglamentación. Esta condición deberá mantenerse durante toda la vigencia del contrato. 


Cc) Realizar y acreditar ante las autoridades competentes la suscripción e integración del 
100% (cien por ciento) del capital contractual”. 


En consideración. 

Si no hay comentarios, pasamos al artículo 9*. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 9”.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo no mayor de 90 
(noventa) días corridos a partir de la promulgación de la presente ley”. 


-Al igual que en los casos anteriores, si no hay comentarios pasamos al artículo 10%. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 10.- El Poder Ejecutivo comunicará oportunamente a la Asamblea General la 
reglamentación de la presente ley e informará a esta las resultancias de la subasta del paquete 
accionario”. 


En consideración. 


SEÑOR VAILLANT.- Este artículo 10 surgió a consecuencia de algunos planteos y acuerdos a los que 
llegamos con las autoridades del Poder Ejecutivo, porque naturalmente ellos tienen la responsabilidad 


y el derecho de reglamentar una ley, pero nos parecía fundamental dejar establecido en la propia 
norma la obligación de comunicarlo al Poder Legislativo. 


SEÑOR MUGURUZA.- Quiero consultar si en el artículo 6% quedaría agregado, por Secretaría, lo 
relativo a las paramétricas. 


SEÑOR VAILLANT.- Quedamos en establecer la forma de actualización de los cánones. 
SEÑOR GALLICCHIO.- Eso se puede incluir en ese mismo artículo 6% o en otro especial. 


SEÑOR VAILLANT.- Consultaremos al respecto a la Administración Nacional de Puertos y enviaremos 
la información a la Secretaría a los efectos de su redacción. 


SEÑOR ANTÍA.- Revisando el proyecto de ley y recordando una opinión vertida en la sesión pasada 
cuando se habló del artículo 4% que hace referencia a que se deberá contar en la plantilla de 
empleados con un 70% de residentes en Uruguay, teníamos alguna duda vinculada a los convenios 
laborales del país y a ese respecto solicitamos la opinión del MERCOSUR y de los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Relaciones Exteriores, pero esa información aún no me ha llegado. 
Me acota la señora Secretaria que ha sido enviada por correo electrónico, por lo que me excuso, pues 
por error no accedí a esa información. 


De cualquier manera, no tuve acceso a esa información, por lo que quisiera saber si esto no 
está en contradicción. 


SEÑOR VAILLANT.- En lo personal, no puedo asegurar eso; lo que sí puedo decir es que yo no 
encontré ninguna contradicción. Sin embargo, hay un elemento reciente que me permite afirmar que 
esa contradicción no existe. Poco tiempo atrás -en el día de ayer- aprobamos un proyecto de ley de 
características similares para el tema de las embarcaciones pesqueras en donde se fijan, al igual que 
en esta iniciativa, los mínimos de trabajadores de nacionalidad uruguaya que deben tener esas 
empresas. Naturalmente, en aquellos casos en los que hay convenios suscritos con el país, tienen 
valor esos convenios; según me parece, esto está fuera de discusión. Sin perjuicio de esto, me parece 
que no molesta la excepción en aquellos casos en que convenios internacionales suscritos por nuestro 
país establezcan condiciones distintas. 


Esto lo consultaremos, para este caso, con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Quiero resaltar que, como ya habrán visto, hubo acuerdo en incluir la siguiente frase: “El 
contratista deberá contar en su plantilla de empleados con al menos un 70% de residentes en 
Uruguay”. No utilizamos el concepto de ciudadanos naturales o legales -como se hace normalmente- 
sino el de residentes, porque creemos que es lo que realmente corresponde, más allá de que en otras 
circunstancias esto se haya hecho, por costumbre, en forma distinta. Los residentes son personas que 
legalmente están consideradas como residentes en el país y que, por lo tanto, tienen el derecho al 
trabajo como cualquier compatriota. Es posible que no hayan tramitado la ciudadanía uruguaya por no 
querer perder la de su país de origen, y no entenderlo así sería contradictorio con lo que reclamamos 
en el mundo para nuestros compatriotas que defienden su derecho al trabajo en los países donde 
residen. 


En definitiva, sugiero que se efectúe la redacción con estas propuestas y se la envíe a todos 
los integrantes de la Comisión lo antes posible. A su vez, propongo una sesión extraordinaria para el 
miércoles que viene para encarar la votación del proyecto definitivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 59 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


